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motivo de amparo no fue invocad.o en la vía previa, como
exige el arto 44. 1 c) LOTC. En todo caso, se sostiene
por el Abogado .del Estado que el 10 por 100 es un
recargo y no una sanción. Su exigencia se presenta como
una simple operación mecánica, de aplicación del arde­
namiento en la que el margen de apreciación es
inexistente.

Por lo expuesto, se interesa la desestimación de la
demanda.

8. El escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal se
registró en este Tribunal el 2 de noviembre de 1991.
En él se reproducen los argumentos ya expuestos en
los escritos presentados con ocasión de la sustanciación
de las cuestiones de inconstitucionalidad núms. 947/91,
1.286/91 Y 1.B90j91,planteadasen relación con el
arto 61.2 de la L.G.T., si bien con algunas novedades,
exigidas por la singularidad de la demanda de amparo
en alguno de sus puntos.

Así, alega el Ministerio Fiscal que no cabe apreciar
infracción del art. 24.1 C.E. por el hecho de que la Sala
no haya planteado la cuestión de inconstitucionalidad
solicitada por la recurrente, pues esa decisión corres­
ponde, con carácter exclusivo, al propio órgano judicial.

En relación con la pretendida infracción del arto 14
C.E., alega el Ministerio Público que los argumentos de
la recurrente parten de un error de base, pues el interés
de demora no es siempre el mismo, independientemente
del retraso sufrido. los poderes públicos pueden imponer
el que estimen procedente. V dichointerés puede superar
mucho el 10 por 100. La peculiaridad es que ese por,;.
centaje es el tope mínimo -nunca el máximo-o Con
ello el legislador adopta un criterio intimidatorio, pero
retrasos distintos pueden acarrear intereses diversos y .
ajustados a las circunstancias del caso concreto. Cosa
distinta es que, atendiendo incluso al valor justicia, el
mínimo del 10 por 100 parezca más o menos conve­
niente, aunque de ello no puede deducirse, sin más, su
inconstitucionalidad.

Tampoco es posible apreciar la discriminación resul­
tante de la diferencia de trato qispensada a la Admi­
nistración y al contribuyente, p·ues una y otro no se
encuentran en situación equiparable. .

Finalmente, y en relación con la posible infracción
del arto 25.1 C.E., alega el Ministerio Fiscal que, admi­
tiendo que. se trate de una disposición sancionatoria,
existe la predeterminación legal constitucionalmente exi­
gida. En todo caso, para el Ministerio Público la actora
hace premisa de lo que es cuestión, pues parte, sin expli­
carlo, de que el precepto en entredicho es -o esconde-­
una sanción. La imposición de los intereses se configura
como una consecuencia objetiva de la demora en el
pago, con independencia de cuál haya sido la conducta
.del contribuyente. Atribuir la naturaleza de. sanción a
la imposición de intereses es ir contra la voluntad del
legislador explicitada en la reforma introducida en la Ley
de 1985. V, además, va contra el tenor literal de la STC
76/1990, que excluye el caráct~r sancionador. de los
intereses de demora.

En consecuencia, se interesa la desestimación de la
demanda de amparo.

9. El representante procesal de la recurrente regis­
tró su escrito de alegaciones el 29 de octubre de 1991.
En él se reiteran los argumentos vertidos en la demanda
y en el escrito de alegaciones ex art. 50.3 LOTC.

10. Por providencia de 20 de noviembre de 1995
se señaló el siguiente día 21 del mismo mes y año,
para deliberación y votación de la presente Sentencia,
quedando conclusa con esta fecha.

11. Fundamentos jurídico,s

Unico. El presente' recurso tiene por objeto, en últi­
ma instancia, el art. 61.2 de la Ley General Tributaria,
precepto que ha sido objeto de varias cuestiones de
inconstitucionalidad (núm~. 947/91, 1.286/91,
1.890/91, 610/92, 1.626/92 Y 1.123/94), desestima­
das todas ellas por Sentencia del Pleno de este Tribunal
de 13 de noviembre de 1995. Por tanto, y con remisión
a los fundamentos desarrollados en esa Sentencia, no
cabe sino desestimar la demanda de amparo.

Por lo demás, y en relación con la supuesta infracción
del arto 24. 1 de la Constitución resultante del hecho
de que la Sala de instancia no haya planteado, como
interesó la recurrente, cuestión de inconstitucionalidad
enrelación con la disposiéión adicional trigésima primera
de la Ley 46/1985, ha de concluirse que, como coin­
ciden en señalar el Abogado del Estado y el Ministerio
Fiscal, la misma carece de toda consistencia, pues, según
reiterada doctrina de este Tribunal, el órgano judicial
es el único competente para decidir si la cuestión debe
o no plantearse (art. 163 C.E. y arto 35.1 LOTC) y sin
que tal decisión, ~n principio, dé base a un recurso de
amparo (SSTC 148/1986, fundamento jurídico 3.°,
23/1988, fundamento jurídico 1.°,67/1988, fundamen­
to jurídico 7, 206/1990, fundamento jurídico 2.° y ATC
878/1987, entre otras muchas). Por lo demás, el órgano
judicial ha dado respuesta a esa solicitud con el argu­
mento, razonable y suficiente, de que, a su juicio, la
norma legal era susceptible de una interpretación cons­
titucionalmente adecuada, tal y como exige el arto 5 de
la L.O.P.J. Con esa respuesta motivada se ha satisfecho
el. derecho de la demandante a la tutela judicial efectiva.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTOR.IDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo..

Publíquese' esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado». .

Dada en Madrid, a veintiuno de noviembre de mil
novecientos' noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enri­
que Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de Parga y Cabre­
ra.-Javier Delgado Barrio.-Firmado y rubricado.

27747 Sala Primera. Sentencia 172/1995, de 21 de
noviembre de 1995. Recurso de amparo
3.542/1993. Contra providencia del Juzgado
de lo Social núm. 12 de Valencia que inad­
mitió recurso de reposición contra Auto ante­
rior declarando extinguida relación laboral.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: interpretación formalista de requisi­
tos procesales.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente, don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y



BOE núm. 310. Suplemento Jueves 28 diciembre ·1995 29

Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha
pronunciado -

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.542/93, promovido
por «FEREGAMA, S. L.», y «Compañía de Mensajeros
CMM, S. L.», repr.esentadas por el Procurador de los
Tribunales don- Carlos Ibáñez de la Cardiniere y asistidas
por el Letrado donJuan Francisco Casani Lluna, contra
la providencia del Juzgado de lo Social núm. 12 de Valen­
cia de 21 de octubre de 1993. Ha intervenido el Minis­
terio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado donM'anuel
Jiménez de Parga y Cabrera, quien expresa el parecer
de la Sala. -

l. Antecedentes

1. Por escrito.presentado en el Registro de este Tri­
bunal el 26 de noviembre de 1993, el Procurador de
los Tribunales don Carlos Ibáñez de la Cardiniere, en
nombre y representación de «FEREGAMA, S. L.»; y «Com­
pañ.ía de Mensajeros CMM·, S. L.», inte-rpuso recurso de
amparo contra la providencia del Juzgado de lo Social
núm. 12 de Valencia de 21 de octubre de 1993 por
entender que vulnera el arto 24 C.E.

2. El recur~o tiene su 'origen en los siguientes ante­
cedentes de hecho.

a) En febrero de 1993 la empresa «MAEVAL, S. A.».
procedió al despido de -doña Ana María Flores Lorente,
trabajadora de aquélla, alegando faltas injustificadas al
trabajo. En el correspondiente juicio por despido y
habiéndose demandado también a «FEREGAMA, S. L.»,
y a «Compañía de Mensajeros CMM, ·S. L.», se alcanzó
conciliación judicial, llegando las empresas demandadas
con la trabajadora al siguiente acuerdo, el día 1 de julio
de 1993:

«"FEREGAMA, S.' L." readmite a los trabajadores
demandantes (junto a doña Ana Flores se encontraba
como actor don Melchor Perales Pla) en su centro de
trabajo de la calle Doctor Beltrán Bigorra; 8, de Valencia,
con reconocimiento a todos los efectos, incluidos los
de un hipotéti~o despido~ de las condiciones de cate­
goría, antigüedad, retribuciones y demás derechos que
detentaban los actores en "MAEVAL, S. A.", producién­
dose dicha reincorporación el día 5 de julio del presente
año, en el delimitado.centro de trabajo. -

La mencionada empresa abonará a doña Ana María
Flores Lorente la cantidad de 720.868 pesetas en con­
cepto de salários de tramitación desde la fecha del des-
pido (...).. , .

Por "MAEVAL, S. A." y "Compañía de Mensajeros
CMM, S. L.", se asume y responsabilizan solidariamente,
de las obligaciones contraídas en la presente conciliación
por "FEREGAMA, S. L." en cuanto a las obligé;lciones eco­
nómicas derivadas de la reincorporación relativas al abo­
no de los salarios de tramitación.))

b) Tras la reincorporación de la trabajadora al centro
de trabajo, y entendiendo que la readmisión que se había
producido·- era irregular instó aquélla la ejecución del
acuerdo arriba transcrito, según lo previsto en los arts.
275 y ss. de la Ley de Procedimiento Laboral (L.P.L.),
en la redacción de 1990, que es el texto que se invoca
en estos antecedentes.

Los motivos alegados por la trabajadora para con­
siderar irregular su readmisión fueron el impago de parte
de los salarios de tramitación, así como la demora en
el abono de las retribuciones del mes de julio, retraso
que no se produjo en ningún otro compañero de trabajo;.
el hecho de haber presentado la empresa fuera de plazo
el alta en Seguridad Social y la reducida asignación de
tareas a su puesto de trabajo. En aplicación de la nor­
mativa laboral correspondiente, se solicitaba que se
declarase extinguida la relación laboral y se le abonase
la indemnización legal por despido junto a la adicional
del art.· 278.2 b) L.P.L. Y los. salarios de tramitación.

Celebrada la comparecencia prevista en el art. 279
L.P.L., se dictó por el Juzgado de lo Social Auto de fecha
5 de octubre de 1993, en el que se declaraba extinguida
la relación laboral y se condenaba solidariamente a las
tres empresas al pago de la indemnización por· despido
y al de los salarios de tramitación, en las cuantías reco­
gidas en dicha resolución judicial.

c) Contra dicho Auto interpusieron recurso de repo­
sición «FEREGAMA, S.· L.», y «Compañía de· Mensajeros
CMM, S. L.», por entender que la resolución judicial des­
cono~ía el acuerdo alcanzado en la conciliación· judicial .
anterior, a-tenor del cual la «Compañía de Mensajeros
CMM, S. L.» únicamente asumía responsabilidad soli­
daria respecto de los salarios .. de tramitación, .pero no
de la indemnización por despido. .

Se alegó igualmente inadecuación de procedimiento,
ya que la reclamadón de los salarios de tramitación adeu­
dados debe realizarse por la vía de reclamación de can­
tidad y no a través del incidente de no readmisión, -por
no considerar su impago como supuesto de readmisión
irregular. En relación al retraso en la presentación. del
alta en Seguridad Social, únicamente generaría en su
caso responsabilidad administrativa, sin que pueda con­
siderarse readmisión irregular ya que la cotización por
la trabajadora se ha realizado -desde el momento de la
readmisión, salvaguardando todos sus intereses ydere­
chos. Se alegaba finalmente que la escasa ocupación
efectiva proporcionada a la trabajadora no constituía más
que una declaración de aquélla ya que si las tareas no
eran abundantes no se debía a que no se le diese trabajo,
sino porque no había más trabajo que realizaren el pues­
to de administrativa que tiene asignado.

Entendiendo así que ninguno de los extremos en que
se intentaba fundamentar ··Ia readmisión irregula-r había
quedado acreditado y que el Auto recurrido nol0 había
considerado así de forma suficiente, se solicitaba tener
por interpuesto'recurso de reposición para dejarlo sin
efecto y estimar las excepciones planteadas o -se acor­
dara que ·Ia readmisión se había producido en términos
regulares.

d) El órgano judicial dictó providencia de fecha 21
de octubre disponiendo no haber lugar a tener por inter­
puesto recurso de· reposición contra el Auto de fecha
5 de octubre de 1993, al no haberse citado en el cuerpo
del escrito la disposición infringida según lo exigido en
el arto 377 de la L.E.C., y advirtiendo que contra esta
resolución no cabía ya recurso alguno. Dicha providencia
constituye el objeto del recurso de amparo presentado
ante este Tribunal. .

3. El escrito de demanda de amparo alega vulne­
ración del arto 24 C.E. por entender que la resolución
judicial recurrida es contraria a la tesis mantenida por·
este Tribunal respecto a la interpretación del art.377
de la L.E.C., según la cual cuando el recurso de reposición
se fundamenta exclusivamente en la infracción de pre-­
ceptos. sustantivos, no existe obligación de citar normas
procesales que no han sido. vulneradas. Era el caso del '
Auto frente al que se interponía recurso de reposición,
que no se trataba de una resolución de mera tramitación
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sino que resolvía una cuestión de fondo como es el inci­
dente de readmisión irregu1ar. Siendo así, no resultaba
exigible el requisito de citar el precepto procesal infrin­
gido. inexistente en este caso en que la impugnación
era de contenido sustantivo sobre salarios de tramitación
y deuda por salarios. requisito formal de presentación
de alta en Seguridad Social y consideración de la ocu­
pación efectiva de la trabajadora.

Al obligar la resolución impugnada a la cita de pre­
ceptos procesales inaplicables al caso contraría la inter­
pretación del arto 377 L.E.C. propugnada por la juris­
prudencia de este Tribunal según la cual aquélla no debe
hacerse en sentido rigorista y desproporcionado. Se pro­
duce como consecuencia el cierre del acceso a los recur­
sos. cuyos requisitos han de interpretarse del modo más
favor~ble·para la efectividad del derecho ala tutela júdi­
cial efectiva.

Con estos fundamentos. el recurrente suplica al Tri­
bunal estime el recurso presentado. declarando la nuli­
dad de la resolución impugnada. reconozca su derecho
a la tutela judicial efectiva y acuerde la retroacción de
las actuaciones judiciales al momento procesal anterior
al de dictarse aquella resolución. a fin de que se resuelva
sobre el recurso de reposición 'interpuesto parlas
recurrentes, por estimarlo comprendido en los derechos
a fa tutela judicial efectiva ya un proceso con todas
lás garantías constitucionales.' Se solicita también. al
amparo del arto 56 LOTC.la suspensión de la tramitación
seguida en los autos del Juzgado de lo Social en la eje­
cución de la anterior resolución judicial, por cuanto su
continuación con infracción de preceptos constituciona­
les supone un perjuicio de difícil reparación.

4. Mediante providencia de 6 de mayo de 1994.
la Seccjón Segunda acordó admitir a trámite la demanda
de amparo. requiriendo del órgano judicial la remisión
de actuaciones y el emplazamiento de quienes fueron
parte en el proceso judicial excepto el recurrente. Se
acordó también la apertura de la pieza separada de
suspensión.

5. Formada la pieza de suspensión. por nueva pro­
videncia de 6 de mayo de 1994. se concede plazo de
alegaciones al Ministerio Fiscal y al solicitante de
amparo. .

El recurrente alega que la no suspensión de los pro­
cedimientos supondría una ejecución injusta y arbitr.aria
al no tener en cl)enta las alegaciones efectuadas en el
recurso de reposición inadmitido. Dicha ejecución con­
lleva una serie de embargos y requerimientos que dañan
la imagen de la empresa, que incluso ha perdido ya
algunos clientes.

Por su parte. el Ministerio Fiscal recuerda que la línea
de actuación del Tribunal en estos casos viene siendo
la de no suspender la ejecución habida cuenta del interés
general que se desprende de aquélla. salvo que el ampa­
ro pudiese perder su.finalidad. Siendo el supuesto el
del pago de cantidades en metáJico a·la. trabajadora y
entrando en colisión con el derecho de aquélla a que
no se posponga el·percibo de lo reconocido en Sentencia
judicial, propone el Fiscal que debe predominar el interés
general, y el particular de la trabajadora. intere~ndo

la no suspensión de la ejecución. sin perjuicio de que
habida cuenta de la entidad de la cantidad a percibir.
pueda proceder la fijación por el Juzgado de una caución
bastante que asegure. en su caso. la devolución de dicha
cantidad.

Mediante Auto de 23 de,. mayo de 1994. la Sala Pri­
mera decide la no suspensión del Auto de 5 de octubre
de 1993 y de las actuaciones en ejecución del mismo.
aplicando doctrina generalsegún la cual en los supuestos
de resoluciones con efectos meramente económicos úni-

camente.se suspende la ejecución cuando se produce
un perjuicio. difícilmente reparable. o irreparable. requi­
sito que en este caso no parece acreditarse de forma
incuestionable. Acuerda así denegar la suspensión, si
bien el Juzgado encargado de la ejecución deberá fijar
las garantías que estime pertinentes para asegurar en
su caso la devolución de fas cantidades que se satisfagan
a la trabajadora. '

6. Por providencia de 18 de julio de 1994. la Sec­
ción Primera acuerda tener por recibidas las actuaciones
y dar vista de ellas al Ministerio Fiscal y a las solicitantes
de a,mparo para que formulen las alegaciones que esti­
men convenientes. Las recurrentes se afirman en el con­
tenido de la demanda de amparo. entendiendo que la
inadmisión del recurso de reposición por no citar los
preceptos procesales infringidos supone' una interpre­
tación del art: 377 L.E.C. que contraría la jurisprudencia
constitucional y lesiona el· arto .24 C.E. en et derecho

'a los recursos, al tiempo que insiste en los perjuicios
que se les han derivado de la no suspensión de la
ejecución.

El Ministerio Fiscal recuerda la docttina constitucional
sobre la interpretación del arto 377 L.E.C. deduciendo
que en este caso se ha hecho una interpretación for­
malista y desproporcionada de aquel precepto que vul­
nera el arto 24 C.E. e interesa se dicte Sentencia esti­
mando el recurso de amparo.

7. Por providencia de fecha 20 de noviembre de
1995 se señaló para la deliberación y votación de la
presente Sentencia el día 21 del mismo mes y año.

1.1. Fundamentos jurfdicos

1. El presente recurso de· amparo tiene su origen
en la providencia del Juzgado de lo Social núm. 12 de
Valencia. de 21 de octubre de 1993. que ¡nadmitió el
recurso de reposición interpuesto por ccFEREGAMA, S. L.»
y c(Compañía de Mensajeros"CMM, S. L.». frente al Auto
de 5 de octubre. -Esta última resolución judicial. tras los
trámites previstos, para la ejecución de Sentencia firme
por despido. declaró extinguida la relación laboral exis­
tenteentre las empresas· recurrentes en amparo y una
trabajadora. condenando á aquéllasal pago de las indem­
nizaciones por despido y al abono de los correspondien­
tes salarios de tramitación.

El .recurso (fe reposición interpuesto frente a dicho
Auto volvía a plantear al órgano judicial los ¡motivos
según los cuales la ,empre'sa entendía que no ,se había
producido la readmisión irregular. apoyándose en que
la trabajadora había abierto el trámite de la ejecución
de la Sentencia de despido. Alegaban las empresas que
aquella irregularidé;ld no podía deducirse del impago de
parte de los salarios de tramitación y de una mensua­
lidad: estas pretensiones debían articularse a través de
una reclamación de cantidad. La escasa ocupación efec­
tiva respondía a la baja cantidad de tareas de su puesto
de trabajo y el retraso en formalizar el alta en Seguridad
Social. que no en la cotización por la '. trabajadora. úni­
camente constituiría en su caso una, infracción admi­
nistrativa.

La providencia recurrida en amparo inadmitió el recur­
so de reposición, por no haberse citado los preceptos
procesales infringidos.' según lo exigido en el arto 377
L.E.C. Las recurrentes alegan vulneración del arto 24. 1
C.E.. al cerrarse. el acceso al recurso legalmente esta­
blecido a través de una interpretación formalista de aquel
precepto. que contraría el derecho fundamental a la tute­
la judicial efectiva.

2. He aquí el asunto para el que se nos pide una
resolución. Constituye jurisprudencia consolidada de
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este Tribunal,'que el derecho a los recur$OS no se integra
en la tutela judicial efectiva del arto 24 C.E. -excepto
en materia. penal-, de modo que el legislador no viene
obligado a diseñar un sistema determinado de recursos,
si bien, como también se ha dicho,_ una vez que la' ley
ha establecido aquel sistema, el derecho al recurso en
los términos ycon los requisitos establecidos legalmente
pasa a integrar, en principio, el derecho a la tutela judicial
efectiva (entre otras SSTC 3/1983,54/1984,69/1987,
171/1991 y 27/1994). -

Ahora bien, nuestra jurisprudencia ha establecido una
distinción fundamental entre el acceso a la justicia, como
elemento esencial del contenido~e la tutela judicial, y
el acceso a los recursos. La STC 3711995 expone de ;

. forma clara y rotunda la doctrioa:«EI principio herme­
néutico pro actione no opera con igual intensidad en
la fase inicial del proceso, para acceder al sistema judi­
cral: que en las sucesivas, conseguida que fue una, pri­
mera respuesta judicial a la pretensión cu.ya es la sus-:­
tanda medular de la tutela y su contenido esencial, sin
importar. que sea única o múltiple, según regulen las
normas procesales el sistema de recursos)) (fundamento
jurídico 5.°). O con otras palabras de la misma STC
37/1995: «En (el) acceso, o entrada, funciona con toda
su intensidad el principio pro actione que, sin, embargo,
ha de ser matiz·ado cuando se trata de. los siguientes
grados procesales que. eventualmente puede'n configu­
rarse. El derecho a poder dirigirse a un Juez en busca
de protección para hacer valer el derecho de cada quien,
tiene naturaleza constitucional por nacer directamente .
de la propia Ley suprema. En cambio, que. se revise la
respuesta judicial,' meollo de la tutela,qu~ muy bien
pudiera agotarse en.sí misma, ~s un derecho cuya con­
figuración se defiere a las leyes. Son, por tanto, cualitativa
y cuantitativamente distintos)) (~undamento jurídico 5.°).

-Por otro lado, este Tribunal ha venido entendiendo,
dentro de una línea interpretativa sobre las formalidades
procesales en general, que éstas no' son c(valores autó­
nomos que tengan sustantividad propia. sino que sólo
sirven en la medida en que sean instrumentos para con­
seguir esa finalidad legítima)) (SSTC 36/1986,
21/1990), de modo que un recto entendimiento de los
requisitos formales, incluidos los de los recursos, impide
al legislador establecer exigencias no razonables y a los
órganos 'judiciales efectuar interpretaciones apartadas

. de la efectividad del derecho en el que. tienen su razón
de ser (SSTC 19/1983, 59/1989', entre otras), pudiendo
plantear problemas de colisión con el arto 24 C.E. cuando
aquella interpretación judicial es m~nifiestamente -arbi­
traria o irrazonable o incurre en error patente (STC
245/1993), supuestos en los que dejan de garantizar
el citado.precepto constitucional.

Han sido precisamente los .anteriores criterios los que
este Tribunal ha llevado a 'Ia solución de los problemas
planteados en relación al arto 377 L.E.C. al establecer
que ccel recurso de reposición deberá interponerse dentro
del tercer día· y citarse la disposición de esta Ley que
haya sido infringida. Si no se llenaran estos dos requisitos
el JlIez declarará de plano y sin ulterior recurso no haber
lugar a proveen). . . .

Reiteradamente ha entendido la jurisprudencia cons­
titucional (SSTC 69/1987, 11311988, 162/1990,
213/1993) que la interpretación de la exigencia de citar
los preceptos procesales infringidos para acceder al
-recurso de' reposición se corresponde con la regulación
de unrecurso procesal, a efectos de procedimiento, den­
tro del cual tiene pleno sentido que, pretendiendo recurrir
una resolución judicial de trámite, se exija la cita pre­
cisamente del precepto de la propia ley procesal qué
aquélla ha infringido.

Siendo tal la finalidad de lá e~igenCia legal, ésta no
puede ser trasladada automáticamente a los supuestos

. en los que el recurso de reposición no se interpone por
razones formales sino que se fundamenta en la infracción
de preceptos sustantivos, como sucede específicamente
en materia laboral, en la que la 1ramitación de aquel
recurso-se lleva a cabo' según el arto ~77 L.E.C., al ser
de aplicación supletoria de acuerdo con. lo. establecido
en la disposición adicional primera L.P.L. La exigencia
titeral del citado requisito legal resulta de todo punto
innecesaria en un reCurso pensado para impugnar la
resolución judicial por razones de fondo, puesto que obli­
garía al recurrente a citar imaginados preceptos proce­
sales infringidos, como señaló ya este Tribunal (STC
162/1990, fundamento jurídico 4.°).

-La interpretación judicial de este requisito, con la con­
siguienteinadmisión del recurso de reposición, se ha
entendido por el Tribunal Constitucional como una inter­
pretación que no aparece congruente con el sentido y
finalidad del recurso interpuesto apoyándose en precep­
tos sustantivos (STC 69/1987, fundamento jurídico 4.°).
Una incongruencia que es consecuencia de un excesivo

. rigorismo en la interpretación de la norma legal, injus­
tificado ydesp'roporcionado (STC 162/1990, fundamen­
to jurídico 4.° y ~3/19_93, fundamento jurídico 2.°),
contrario a una interpretación dirigida desde los pará­
metros constitucionales y orientada por tanto a satisfacer
el derecho a la tutela judicial efectiva, al constituir «una
aplicaciónincóngruente de las normas (que impide) a
la parte el acceso aun recurso que paladinamente la
Ley I~ confiera, dejándola indefensa ante una resolución
judicial (...) sin respuesta adecuada Yf. por tanto, impre­
juzgado, no resuelto o no determinado. el derecho sus­
tantivo en conflicto)) (STC 113/1988, fundamento jurí- /
dico 5.°).

3. La anterior doctrina de este Tribunal resulta de
aplicación al.pr~sente recurso de amparo, concurriendo
todos los elementos interpretativos arriba indicados. Se
está ante un 'recurso de reposición contra un Auto dic­
tado en ejecución de una Sentencia de despido y, aten­
diendo a lo que este procedimiento de ejecución cons­
tituye, .su interposición no se realiza por razones pro­
cesales, sino por motivos sustantivos. En efecto, el deno~
minado incidente de no readmisión (aquí de readmisión
irregular) se dirige a la ejecución de un título previo ya
configurado pero que precisamente por ello se abre con
motivo~de que la obligación principal contenida en aquél
-la readmisión de la trabajadora- no se ha cumplido,
de modo qúe, acreditado tal incumplimiento, el órgano
judicial declara extinguida la relación laboral y sustituye
la obligación de readmisión por el-pago de las indem­
nizaciones por despido (arts. 278 L.P.L. de 1990, 279
en la L.P.L. de 1995).

En este caso lo que se planteó precisamente fue la
discusión sobre la existencia del incumplimiento mismo
por parte de la empresa, sólo a partir del cual se abre
la vía de la ejecución de la' sentencia de despido. No
otro era el motivo que llevó a la empresa a interponer
el recurso de reposición por entender que de ninguno
de los extremos alegados por la trabajadora (impago
de salarios de tramitación y mensuales, retraso en la
presentación del alta a la Se.guridad Social y. ocupación
efectiva reducida) podía deducirse la irregularidad de
la readmisión, que el Auto que se recurría· decidió en
favor de la extinción de· la relación laboral. Con inde­
pendencia de los' motivos que en este caso llevaran a
la empresa a estar en desacuerdo con la resolución judi­
cial, lo cierto es que el recurso de reposición no se' pre­
sentó en ningún caso por motivos formales, sino por
causas claraménte sustantivas. .

La providencia recurrida en ampa'ro cerró el acceso
al recurso de reposición -abierto según el art. 183 L.P.L.
(hoy 184~ con· un motivo ajeno a la motivación de
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aquél, como fue la falta de cita de los preceptospró­
cesares infringidos, que 'dispone el arto 377 LEC. Se
produce así una evidente falta de correlación entre la
finalidad del recurso y la causa que veta el acceso ,a
éf, imposible de cumplir ~n un caso en el que no se
discute la tramitación procesal, desencadenando una­
inadmisión que no sólo.cierra la. posibilidad de que· e,1
órgano judicial vuelva a considerar el motivo de fondo
planteado; sino que es una decisión judicial en- sí misma
irrecurrible, a tenor del arto 377 LEC. la inadmisión
del recurso es una d.ecisión claramente irrazonable ó
arbitraria y contraria, por tanto, al derecho' recónocido
y tutelado por elart. 24 C.E

FALLO

En atención atado lo expue~to, el Tr.ibunal Cons­
titucional, POR LA AUTo'RIDAD QUE LE CONFIERE LA CON~TITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA, ,

Ha decidido

Estimar el·. recurso 'de amparo 'J1resentado por ((FE­
REGAMA, S. L» y ((Compañía de Mensajeros CMM, S. L»
y, en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho de las recurrentes a la
tutela judicial efectiva del a'rt. 24·C.E. . '

2.° Anular la.. providencia del Juzgado de lo Social
núm. 12 de Valencia; de 21 deoctubre.de .1993, dictada
en ejecución de Sentencia en .el procedimiento núm.
198/93.

3.° Disponer que dicho Juzgado de lo Social pro­
ceda a tramitar el recurso de reposición que lapa.rte
recurrente interpuso contra el Auto de5 de' octubre de
1993.

Publíqueseesta Sentencia en el ((Boletín Oficial del
E~ad~. -

'.
Dada en Madrid, a veintiuno de noviembre de· mil

novecientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez" Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra...;."Pedro Cruz Vi.llalón.-Enri­
que Ruiz VadiUo.....;.ManueIJiménez deParga y ,Cabra­
ra.-Javier Delgado Barrio.-Firmado\, rubricado.

27748 'Sala Primera. Sentencia,173/1995, de 21 de
novi~mbre. d~ .1995.'Recqrso de. 'amparo
2;339/1994. Contra S~ritenciade la Sala Pri­
mera del Tribunal.SupfémO, estimatoria' de
recurso de casación intefpuesto contra la. dic­
tada por la Audiei7'cia Provincial de Madrid,

I recaída a.suvez en .•reCl)rSQ de apelación con­
tia la de,l Juzgadode:'Prlmera. .Instancia núm.
26 de esta mismacapita/(fln ,procedimiento
incidental de tutela del derecho al honor. Vul­
neración del derecho á la ,libertadde expresión
y de' información: -Ponderación"judicial inde­
bida de los derechos fundamentales en cot;J-

.flicto.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bere.ijo; .Presidente, don
Vi.cante Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo;"don Manuel. Jiménez de Parga 'y

Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha
pronunciado

. EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.339/94, promovido
por don Juan Luis Cebrián. Echarri, don Bonifacio de la
Cuadra Fernández y la eñtidad ((Promotora de Informa­
Giones, S. A.», bajo la. representación procesal del Pro­
curador de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén,

R _,ydefendidospor el"letrado señor Córdoba García contra
la Sentencia' de :Ia Sala Primera ~el Tribunal Supremo,
de 20 de mayo de 1994, por la que se estimó el recurso
de casación interpuesto contra la dictada por la Sección
Duodécima de fa Audiencia Provincial de Madrid, de 24
de diciembre de 1990, recaída a su vez en recurso de
apelación ,'con~ra la Sentenci~ del. Juzgado de Primera
Instancia núm. 26 de esta misma Capital el 27 de julio
de 1989, en proceclimientoincidental de tutela del dere-·
cho al honor. Han sido.parte don José Ramón López-Fan­
do Raynaud y don Eduardo Pardo Unánua, representados
por el Procurador don Carlos de Zulueta y Cebrián, y
asistidos por el Letrado don Francisco Molina Horcajada.
Ha .intervenido el Min.isterio .Fiscal.. Ha sido Ponente el
Magistrado don Enrique Ruiz· Vadillo, quien expresa el ,
parecer 'de la Sala.

'l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 1 de julio, de 1994,·don Juan Luis Cebrián Echarri,
don Bonifacio de la Cuadra Fernández y la entidad ((Pro­
motora de Info'rmaciones, S. A.», bajo la representación
procesal del P".ocur~dor d.e los Tribunales don Argimiro
Vázquez Guillén,interpusieron recurso de amparo contra
la Sentencia de la. Sala Primera del.Tribunal. Supremo,
de 20 de mayo de 1994, que consideran lesiva de sus
derechos. fundamentales a la .libertad ideológica (art.
16. 1 C.E.) y a .Ias libertades' de expresión (art. 20. 1 a)
C.E] ~ información (art. 20. 1 ~) C.E]. •

2. los hechos en' los que Se basa la demanda son,
sucintamente ~xpuestos, los siguientes:

~) EI·10 de octubre de .1986 se publicó eO' el diario
((El País» un editorial bajo el título ((Un Tribunal contra
la Historia», así como un artículo firmado por don Boni­
faciode la .Cuadra, Fernández titulado ((El Auto que cues­
tiona la constitucionalidad de la Ley dé Incompatibili­
dades, pendiente de· admisión a trámite», en los. que
se criticaba la decisión de la Sala Segunda del Tribunal
Central de Trabajo de'plantear una cuestión de incons­
tituCionalidad contra la Disposición transitoria pr.mera
de la mencionada Ley de Incompatibilidades. En el edi­
torial se afirmaba que lo verdaderamente anticonstitu­
cional era el órgano que .había adoptado el Autp, púes
choca frontalmente con la unidad de jurisdicción esta­
blecida por la Constitución, y que (ela resolución del Tri­
búnal Central de Tra~ajo (oo.) sólo. puede ser enjuiciada
como· un nuevo acto de resistencia, de los muchos que
se vienen produciendo contra la aplicaciÓn de una ley
indispensable para el funcionamiento del Estado. Es -se­
guía diciendo el editorial- un acto pueril Gontra el curso
de la historia, pues pretende mantener los privilegios
de una minoría, a. los que califica 'de derechos sobre
los derechos, éstos sí, de la mayoría de 'los ciudadanos.
Y se inscribe en "la más pura táctica de filibustérismo
a que recurre la derecha reaccionaria, desesperada como
está frente a la inexistencia de una alternativa de derecha


